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“El problema de fondo relativo a los derechos del hombre

es hoy no tanto el de justificarlos, sino cómo protegerlos.

No es un problema filosófico, sino político”.
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1.- Introducción.
Los Derechos Humanos emergentes, dan lugar a múltiples interrogantes en la doctrina de los Derechos Humanos y en especial en la doctrina constitucional. Cuando se escucha sobre el tema es normal que surjan las siguientes interrogantes: 
¿Se trata de nuevos Derechos Humanos o si por el contrario se potencia un nuevo enfoque de los actuales? ¿Por qué emergentes? ¿Qué ha cambiado en el siglo XXI que haga necesario el surgimiento de lo que se conoce ahora como Derechos Humanos emergentes? ¿Son meras recomendaciones programáticas o derechos exigibles? ¿Existe algún tribunal Internacional que los aplique o son competencia de los tribunales constitucionales nacionales? 
Para desarrollar el proyecto hemos utilizado la escasa bibliografía sobre el tema. Por ahora, nos basta con explorarlo, describirlo y contrastarlo con la realidad constitucional costarricense. El trabajo no pretende ser nada más que una pequeña introducción, a un tema novedoso que es fruto de la sociedad civil, y continuar de esta manera el trabajo de divulgación que se hace a nivel mundial, como una forma de despertar consciencia, motivar la discusión y difundir algunas de sus líneas de pensamiento. 

2.- ¿Por qué Derechos Humanos Emergentes?
La Declaración Universal de los Derechos Emergentes (en adelante la Declaración), surge bajo el impulso del Institut de Drets Humans de Catalunya, quienes convocan a un proceso de discusión a políticos, académicos, representantes de ONG´s,  los medios de prensa, y de diversas organizaciones oficiales de las Naciones Unidas, a un diálogo en el marco del Foro Universal de las Culturas de Barcelona 2004, titulado “Derechos Humanos Necesidades Emergentes y Nuevos Compromisos”
. La idea de la cual se parte es que la sociedad civil puede ofrecer alternativas a los grandes retos del siglo XXI, aunque existe un fuerte consenso de que no se pretende sustituir ni cuestionar a los instrumentos internacionales de protección de los Derechos Humanos existentes en la actualidad.
Pese a las diferencias de concepción, los diversos actores que le dan vida a la Declaración, coinciden, en que es necesario potenciar que “todos los seres humanos, libres y iguales y dotados de dignidad, somos acreedores de más derechos de los que tenemos reconocidos, protegidos y garantizados”
. Hacer visibles esos derechos no reconocidos, pero que son inherentes al ser humano, es la principal tarea pendiente, tarea que no ha sido satisfecha, en su totalidad, por el diseño actual de protección de los Derechos Humanos. 
La nueva Declaración pretende llenar los vacíos existentes y “contribuir a diseñar un nuevo horizonte de derechos”
, que sirva de orientación a los movimientos sociales, a las agendas de los gobernantes, para propiciar “una nueva relación entre sociedad civil global y poder”
. Esta es la función esencial de los Derechos Humanos emergentes, la cual solo podrá hacerse realidad, cuando la sociedad globalizada se manifieste en defensa de la garantía eficaz de los Derechos Humanos, asegurando a todos un mayor grado de su plena eficacia. 

En síntesis, la Declaración comprende una nueva concepción de la “participación ciudadana y concibe los derechos emergentes como derechos ciudadanos. Se trata de superar el déficit político y la impotencia entre los cambios deseados y las precarias condiciones actuales para su realización”
. 

3.- La dignidad eje ideológico de los Derechos Humanos Emergentes.

La Declaración de los Derechos Humanos Emergentes se preocupa por definir los valores antiguos desde una nueva concepción ideológica. Por ejemplo, valores como el de la dignidad se define siguiendo a Kant, en consecuencia, se acepta que el ser humano  tiene dignidad porque no tiene precio, es un fin en sí mismo y no sólo un medio para los fines de otras personas
. Las implicaciones son amplísimas, y desde luego su implementación conlleva que pueda ser usado como parámetro de constitucionalidad, para evitar toda forma de discriminación, explotación, o abuso aún por las mismas normas del ordenamiento legal. 
Victoria Camps, nos recuerda, que en nuestro mundo “… se hacen acreedores de la dignidad muy en especial las persona muy vulnerables: los que viven en la pobreza, los que sufren  enfermedades incurables, los grupos minoritarios. A todos ellos les falta el reconocimiento de su capacidad de comportarse como agentes libres y de funcionar, por lo tanto, como seres humanos”.
 
Desde luego, el valor dignidad, ha sido ampliamente desarrollado por los Tribunales Constitucionales, entre otros, por el Tribunal Constitucional Federal Alemán
, pues el valor existe como norma jurídica en su Constitución
. Lo que resaltamos aquí es la carga ideológica del concepto, y de sus posibles implicaciones. 
El artículo 1 de la Declaración, rescata el concepto del derecho a la existencia en condiciones de dignidad. Este derecho fundamental ha sido desarrollado por la jurisprudencia de la Sala Constitucional y comprende los siguientes derechos emergentes: El derecho a la seguridad vital, que supone el derecho de todo ser humanos y de toda comunidad, para su supervivencia, el derecho al agua potable
, a disponer de energía
 y a no sufrir situaciones de hambre. El derecho a la integridad física/psíquica
 y derecho a la vida garantizando la interdicción de la pena de muerte
. El derecho a una muerte digna que asegura a toda persona el derecho a que se respete su voluntad de no prolongar artificialmente su vida, expresada en un testamento vital o documento similar formalizado con las debidas garantías (artículo 1, párrafo 7 de la Declaración Universal de los Derechos Emergentes). El derecho a la salud, a la asistencia sanitaria y a los medicamentos, ello envuelve, como lo ha sostenido la Sala Constitucional, que debe brindárseles  a los pacientes la mejor tecnología y los medicamentos idóneos que le recete su médico tratante y los cuales no le pueden ser negados por la Caja Costarricense del Seguro Social, aduciendo problemas presupuestarios
. El derecho a la educación, al saber y al conocimiento, a la formación continuada e inclusiva y a la erradicación del analfabetismo. 
En cuanto a la muerte digna y en especial, frente al dolor y la agonía, la Sala Constitucional desde sus inicios comprendió que  este valor debía recibir toda su atención, pues tratándose de personas gravemente enfermas, no bastaba para la plena efectividad de este valor que estuviera consagrado en una norma jurídica, pues los Derechos Humanos pueden estar contenidos en una norma y aun estar disponibles los mecanismos procesales para su ejercicio, pero si se carece de la asistencia médica que los ponga en movimiento -que se cumplan eficazmente- se convierten en derechos de papel, ineficaz por naturaleza ¿De qué nos sirve tener el derecho a  morir con dignidad, a no ser torturado, a que se nos respete la vida -prohibición de la eutanasia-, si el Estado no establece los medios necesarios para que ello se cumpla? En nuestro criterio, la democracia es una forma de Estado que implica una relación entre el poder y los hombres, que se resuelve de modo favorable a la dignidad de la persona, a su libertad y a sus derechos. 
Si toda Constitución soluciona, de alguna manera, esta situación, cabría decir que efectivamente estamos respetando el derecho constitucional a la libertad y la dignidad, derechos esenciales del ser humano. Frente a estos derechos se contrapone el dolor y la agonía de los moribundos terminales, que en épocas pasadas, incluso justificó la eutanasia. Hoy día las constituciones modernas de los Estados de Derecho, así como los Convenios Internacionales de Derechos Humanos, han venido a darle un contenido insoslayable a estos derechos, obligando al Estado no sólo a respetarlos, sino a buscar los medios idóneos para que se cumplan
.”
Igual protección merecen otros derechos, considerados ahora emergentes, como el  valor de igualdad plena y efectiva
, entendida ésta como equidad, sin tratar de suprimir las diferencias, sino de conseguir que éstas no sean discriminatorias ni excluyentes. Para la realización de la igualdad, se tomará en consideración la existencia y superación de las desigualdades de hecho que las  menoscaban. Así como la importancia de identificar y satisfacer necesidades particulares de sectores de la sociedad y comunidades derivadas de su condición o situación, siempre que ello no redunde en discriminaciones contra otros grupos humanos
. Se trata de señalar a aquellos grupos que históricamente han necesitado una mayor protección y actuar positivamente en su favor, entre los que destacan los niños (as) y los adolescentes, los ancianos, las mujeres, los indígenas, las personas con discapacidad
, los enfermos, los inmigrantes, independientemente del status legal en el Estado de inmigración tienen el derecho a la tutela real y efectiva de sus derechos
; sin que lo expuesto implique que la lista sea taxativa.

Tradicionalmente, hemos aceptado como válida la concepción filosófica, que este principio, como derivación del artículo 33 de nuestra Constitución, implica que se garantiza un tratamiento igual a aquellos que se encuentran objetivamente en  situaciones o condiciones iguales, lo que justifica que ante condiciones diferentes pueda haber un trato distinto, no implicando con ello violación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad
. 

No obstante, nuestra Sala Constitucional, ha pesar de no manejar el concepto de Derechos Humanos Emergentes, ha utilizado un criterio de interpretación que trata de darle una solución equitativa a los casos que se le someten a su competencia. 

Así por ejemplo, una pareja de la tercera edad, que contrae matrimonio, decide construir su pequeña casa en el terreno de la esposa, sin los permisos respectivos. Cuando se presentan ante la Municipalidad de la Unión para que les autoricen el servicio del agua, los encargados proceden a revisar sus archivos y descubren que la construcción se hizo al margen del ordenamiento jurídico y por ello, les deniegan el servicio. La Sala pudo resolver el caso, diciendo simplemente, que el asunto era de legalidad ordinaria y proceder a rechazar de plano el recurso de amparo. Esta solución, podría interpretarse ajustada al ordenamiento, pero lo cierto es que el agua es un bien esencial, sin el cual no hay vida. También pudo rechazar el asunto indicando que todos los ciudadanos que van a construir una vivienda tienen que obtener los permisos respectivos. A pesar de ello, la solución fue otra, se indicó que la municipalidad estaba legitimada para imponer una multa por la falta de permisos, pero no  estaba autorizada para negar la prestación de un servicio esencial, en especial, por tratarse de personas de la  tercera edad, a las cuales el Estado se ha comprometido a proteger de manera preferente (artículo 51 de la Constitución). 

Se destaca, que estamos ante un grupo etario que debe ser protegido de manera preponderante, pero también hemos reconocido, como parte del derecho de la Constitución, un derecho fundamental al agua potable, derivado del derecho a la salud, la vida, al medio ambiente sano, a la alimentación y la vivienda digna. 

Sobre el tema, el artículo 3 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, Ley N.7935 de 25 de octubre de 1999, reconoce el derecho de toda persona adulta mayor a tener una mejor calidad de vida, lo que incluye: “La vivienda digna, apta para sus necesidades, y que le garantice habitar en entornos seguros y adaptables”
. En consecuencia, se declara con lugar el recurso, y se ordena al Alcalde, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de tres días a partir de la notificación de la sentencia, disfruten en forma plena del agua potable
. Otros valores que tienen una especial relevancia son los de convivencialidad y conocimiento, solidaridad libertad y paz.  

4.- La nueva frontera de los principios transversales.

Entre los principios destacan el de no discriminación e inclusión social, que implica no solamente dar garantía de acceso a las oportunidades vitales que definen una ciudadanía plena, sino  también a ser aceptado con las propias características, capacidades y limitaciones como un miembro más de aquella sociedad, independientemente de cuál sea la tipología de la discapacidad y el grado de afectación. El principio de exigibilidad, postula el establecimiento de mecanismos de acatamiento no progresivo, lo que implica, eventualmente, la obligación para los Estados de hacerlos efectivos de forma inmediata. Desde esta posición ningún derecho puede ser relegado por su naturaleza  de “derecho programático” ni esto puede justificar su inatención u omisión
. 

¿Pueden los tribunales o salas constitucionales dar respuesta efectiva a los casos de discriminación que se presentan, en especial, con las personas que sufren algún grado de discapacidad? 

En nuestro caso, la Sala Constitucional ha interpretado que de “… conformidad con lo dispuesto por el artículo 48 de la Constitución Política, así como los artículos 2º inciso a) y 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, le corresponde a la Sala Constitucional conocer los recursos de amparo, con el propósito de garantizar el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política, como en los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos aplicables en la República. Bajo este marco, es importante indicar que la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Carta Política de Costa Rica, en sus artículos 24 y 33, respectivamente, consagran el derecho a la igualdad de la persona y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad. En este orden, los derechos de las personas discapacitadas están reconocidos en instrumentos internacionales como la "Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad", aprobada por la Asamblea Legislativa mediante la Ley N°7948 y, en la legislación nacional, en la "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad" N°7600, publicada en el Diario Oficial La Gaceta de 29 de mayo de 1996. En estos instrumentos normativos se reconoce la igualdad derechos y oportunidades del discapacitado respecto de cualquier otro particular, así como la obligación de impedir toda forma de discriminación por su condición especial, todo ello en estricto apego a la dignidad humana” 
.

Un buen ejemplo, de ello lo constituye el caso del abogado no vidente O.U., funcionario del Banco Central de Costa Rica, que realiza estudios de doctorado en la Universidad Complutense, y al cual se le exige regresar antes de concluir los estudios de doctorado, pese a que era el mejor alumno de su promoción y había sido galardonado con un premio académico por su excelente labor universitaria. La Sala consideró, al analizar el caso, que estamos en presencia de un trato discriminatorio. “Lo anterior por cuanto, y con independencia de si los estudios de postgrado del amparado son de relevancia institucional para el Banco accionado, punto sobre el cual en esta sentencia se omite todo pronunciamiento, no debió el recurrido colocar al agraviado en una situación totalmente desproporcionada e irrazonable, al haber concedido la licencia –inicialmente por el período de un mes y, luego, por otro año que con posterioridad fue prorrogado- sin tener en consideración su situación particular ni su plan de estudios, los cuales sin duda justifican la adopción de medidas especiales, como la extensión del permiso por un período razonablemente superior al normal, por su condición de no vidente, en estricto apego a las disposiciones que protegen a las personas con discapacidades, entre ellas, las reconocidas en la Ley Nº7600; por el contrario, en la especie la autoridad accionada abandonó de manera intempestiva y sin ninguna fundamentación al amparado en sus intentos de concluir sus estudios, pese a que había aprobado sus cursos con notas ejemplares, con lo cual le confirió un trato discriminatorio contrario a su dignidad. En consecuencia, se declara con lugar el recurso y se ordena a los funcionarios del banco  que adopten las medidas pertinentes a fin de que el amparado continúe disfrutando de su licencia con goce de salario, para concluir sus estudios de Postgrado en la Universidad Complutense de Madrid, por término indicado –de dos años– en la certificación efectuada por el Secretario Académico del Departamento de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de esa Universidad”
.

Para este estudiante invidente la resolución de la Sala, representaba la única alternativa real en defensa de su derecho a la educación. Pero quizá lo más importante es que se hacen visibles las situaciones que implican un trato desigual para los sectores más débiles de nuestra sociedad. Desde luego, creemos que los tribunales y salas constitucionales deben desempeñar un papel de garantes de estos derechos emergentes reconocidos o no. 
El siguiente caso, es el de un niño portador de Síndrome de Down, que pretende ser admitido al Colegio Lincoln (privado y bilingüe), al cual se le niega el ingreso por no contar la Escuela con un currículo adecuado, ni con personal calificado, lo cual, en criterio de los recurrentes, no puede ser motivo para discriminar a los menores, pues ello resulta contrario a lo dispuesto en la Ley número 7600 de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. La Sala al resolver el caso, utiliza como parámetros de interpretación de la Constitución (artículo 7), la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (artículos 33 y 24), la Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 28 y 29), el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 13), la Declaración Mundial sobre la Educación para Todos (artículos 1 y 3). La Sala, luego de escuchar a ambas partes, se inclina por proscribir todas las formas de discriminación, potenciando la educación inclusiva y el principio de diversidad, que son obligatorio acatamiento para los centros de educación pública y privada. En el por tanto se ordena al “señor Leonardo Garnier Rímolo, Ministro de Educación Pública a reglamentar debidamente, en un plazo de hasta cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, las condiciones de ingreso y permanencia de personas con discapacidad en los centro de enseñanzas públicos y privados, de manera que se garantice su acceso a la Educación de conformidad a los parámetros internacionales y nacionales fijados al efecto. Se condena al Estado y al Colegio Lincoln al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que motivan la declaratoria de con lugar de este recurso, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo”
. 

Lo anterior es una propuesta de que los valores deben servir para resolver el caso concreto e implica replantear el principio del desarrollo progresivo de los derechos fundamentales que no podía faltar en los Convenios que implementaban los derechos sociales y económicos. De esta manera los Estados signatarios se aseguraban de que no se le podía acusar de irrespetar esos derechos en cuanto se cumpliera parcialmente y desde luego existiera la cooperación económica internacional necesaria para su desarrollo. Desde luego, en nuestra legislación encontramos algunos ejemplos aislados, de que algo esta cambiando, así por ejemplo el artículo 4 del Código de la Niñez y la Adolescencia, del cual se desprende el principio de aplicación inmediata y no progresiva, expresamente se indica que su no cumplimiento conlleva la violación de los Derechos Humanos de este grupo etario
,
Los principios de coherencia, horizontabilidad y de interdependencia, pretenden garantizar a todos los seres humanos un trato holístico que promueva la integración de todos los derechos, sin hacer distinciones artificiales entre Derechos Humanos individuales y colectivos, desde que estos derivan del ser humano, le pertenecen por su sola existencia, también nos recuerdan, que los Derechos Humanos emergentes son horizontales, las barreras artificiales entre los derechos regionales e internacionales deben desaparecer, al igual que la desigual jerarquía de estos. En consecuencia, pueden ser reclamados por individuos o colectivos, lo cual implica replantearse el concepto de legitimación, como entidad procesal, y superar las causales de admisibilidad por intereses difusos, colectivos o el interés directo
. 

En cuanto a los principios de género, participación política, responsabilidad solidaria, reiteran que se trata de principios transversales, íntimamente relacionados, pues sin la participación política de todos los sectores, no es posible construir una nueva sociedad que tenga como norte una nueva ética, donde los Estados, la comunidad internacional, y todos los seres humanos somos responsables unos por los otros. Lo cual implica, la no discriminación en cuanto a la participación en la toma de decisiones, en condiciones de igualdad para hombres y mujeres, el reconocimiento de la diversidad sexual
, y algo que nos resulta novedoso, la dimensión de género desde la masculinidad. Este aspecto es desarrollado, desde una concepción de la masculinidad de género, lo cual implica potenciar lo que se denomina “autodeterminación personal y la diversidad y autonomía sexual”, que toca temas siempre polémicos como el matrimonio homosexual, la adopción de infantes, se afirma, sin discriminación
. Se hace énfasis en la representación paritaria, que se traduce en la obligación de nombrar igual número de hombres y mujeres en los órganos políticos.

Pese a lo expuesto, debemos tener claro que el principio de exigibilidad, nos aclara, que la Declaración Universal de los Derechos Humanos Emergentes, no es de acatamiento obligatorio para los Estados. En esta primera etapa, es una propuesta de la sociedad civil, pero sus tesis pueden potenciar los derechos de los ciudadanos, en aquellos Estados que se atrevan a implementarlos. En última instancia los compartamos o no, no podemos negar la frescura de sus propuestas.

5.- Los derechos olvidados, un reto a la Justicia Constitucional.

¿Por qué emergentes? Los teóricos de la Declaración, entre otros Gloria Ramírez, nos recuerdan que son un conjunto de derechos que por un lado emergen después de haber sido “sumergidos” por el olvido, la indiferencia y el menosprecio por parte de los Estados y el conjunto del sistema internacional; y por otro lado, son todos aquellos derechos que surgen ante la rápida y constante evolución de las sociedades globalizadas
. 

Entre los derechos sumergidos que emergen, suelen mencionarse todos aquellos que ya están en multiplicidad de instrumentos internacionales de Derechos Humanos, pero que suelen ser de difícil o imposible puesta en práctica, como la integridad corporal, la salud, el acceso a los medicamentos de manera oportuna o a tratamientos urgentes para combatir enfermedades como el cáncer o los antiretrovirales para el tratamiento de la personas que padecen el SIDA
. 

Sobre el acceso a la educación en condiciones de igualdad, representa en nuestro medio todo un mito. Al igual que en el sueño americano, corre de boca en boca el ejemplo del muchacho que ingresa de salonero a MacDonalds, y gracias a la tenacidad y esfuerzo demostrado  con su trabajo concluye su carrera como gerente general de la compañía. De igual manera los costarricenses, tradicionalmente tienen la certeza de que la educación  es el criterio de selección natural, aquel que estudia y avanza en su profesión a través del esfuerzo diario no importa donde nazca, tendrá abiertas las puertas de la movilidad profesional y social, pues lo importante no es la cuna sino como cultiva su mente. En este sentido existe plena consciencia, de que la educación esta asociada al poder. Por ello, la importancia de administrar correctamente lo que ha sido denominado la sociedad del conocimiento (aspecto que también potencia y se concibe como un derecho humano emergente).

Por ello, no es de extrañar que este derecho sea reclamado con tenacidad por padres y alumnos, que lo invocan vía amparo. Estos casos, suelen interponerse por estudiantes de colegios públicos o privados, en muchos casos, se demanda no sólo una educación de calidad, sino la obligación de su regularidad, de ahí que en determinados supuestos se aduzca que no pueden ser examinados sobre la materia que no fue expuesta en clase. Las ausencias justificadas o no del personal docente, deben ser suplidas por profesional calificado, cuando esto no ocurre, por errores imputables a la administración pública o privada, el colegio o escuela debe hacerse responsable y proceder a subsanar el problema, cuando esto no ocurre, suelen presentar sus reclamos ante la Sala, para que el derecho se les garantice. 

Lo anterior ha llevado, cuando se falla a favor de los recurrentes, a condenar al Ministro de Educación Pública, y se le obliga a tomar las medidas del caso para que las clases sean repuestas. Mientras esto ocurre se deben suspender los exámenes pendientes, incluso se ha ordenado para un caso concreto la suspensión del examen de bachillerato, para que los alumnos puedan realizarlos en condiciones de igualdad
. 

Algunos de estos derechos emergentes, tienen la particularidad de que su vulneración en muchos casos es conexa, implica por ejemplo una seria violación al derecho a la educación, pero a la vez esto sucede por razones de discriminación religiosa para personas que no practican la fe católica.

En el siguiente caso, la recurrente interpuso un recurso de amparo contra la Coordinadora de la Cátedra de Biología General de la Escuela de Biología, el Vicerrector de Docencia y el Rector todos de la Universidad de Costa Rica y manifiesta que al iniciar el curso lectivo, hizo gestiones ante la Universidad de Costa Rica, para lograr la autorización de no efectuar pruebas o actividades académicas los sábados, ya que es miembro activa de la Iglesia Adventista, cuya fe les pide consagrar ese día de la semana para uso devocional. Agrega que su congregación, basada en el principio cristiano de la obediencia a la Biblia como norma de fe y doctrina, considera una violación a esos principios y a los dictados de su conciencia, dedicar el sábado a actividades académicas o seculares. 

Señala que en razón de tal solicitud, algunos profesores de las materias que cursa aceptaron efectuar los ajustes necesarios para las pruebas de reposición, sin embargo, la Cátedra de Biología General excluyó desde el inicio la posibilidad de efectuarle exámenes de reposición. Indica que a pesar de las gestiones de la Defensoría Estudiantil ante la Vicerrectora de Docencia de la Universidad, ésta con el criterio de la Oficina Jurídica, rechazó la solicitud bajo la premisa de que no es posible efectuar variaciones en función de las necesidades particulares de cada estudiante. 

Manifiesta que debido a estas disposiciones y decisiones, es la segunda ocasión en que reprueba la asignatura de Laboratorio de Biología, por no asistir los días sábados a las pruebas correspondientes. Argumenta que la actuación de las autoridades recurridas violenta su derecho a la libertad de culto. 

Para la Sala la negativa de la Universidad de Costa Rica a realizar un examen de reposición a la recurrente pese que su religión limita la realización de actividades educativas los días sábados, afecta el derecho a practicar los actos de culto propios de una creencia de la recurrente y como hemos sostenido de manera reiterada ese es uno de los elementos de la libertad religiosa. Estima esta Sala que la negativa de las autoridades universitarias a realizar un examen de reposición resulta irrazonable, dado que la realización de un examen extraordinario o de reposición, para la recurrente no sólo no afecta el debido funcionamiento de centro universitario recurrido, sino además se trata de una práctica usual y reconocida por toda la población estudiantil y docente. 

Así las cosas, se evidencia en el caso concreto que la Universidad de Costa Rica ha irrespetado ese deber de cooperación y de no injerencia externa por parte de los poderes públicos en las actividades de la creencia religiosa de la recurrente. En esa medida el ejercicio de su libertad religiosa de actuar conforme a determinado credo se ha visto restringida, condicionada y obstaculizada. La estudiante se ha visto imposibilitada a desarrollar actividades que constituyen actos manifestaciones o expresiones de sus creencias religiosas. 

En virtud de ello, “se ordena al Rector de la Universidad de Costa Rica acoger la gestión de la recurrente a fin de que no se le obligue a realizar exámenes los sábados, dado que ello va contra su fe religiosa y ello en definitiva limita y restringe su libertad de culto tutelado en el artículo 75 de la Constitución Política”. Así las cosas, lo procedente tener por cierto que ha existido un acto discriminatorio, en contra de la estudiante, quién incluso ha perdido dos veces consecutivas la materia, ante la imposibilidad de que la Universidad le reprograme un día diferente al sábado los exámenes correspondientes
.

El derecho a la paz ha sido un derecho de difícil operatividad, tal pareciera que el bien supremo es resolver los conflictos por medio del diálogo o la conciliación. En muchas oportunidades esto ha ocurrido, gracias a la oportuna intervención de Naciones Unidas, y en el derecho interno se lo debemos a los buenos jueces, que los hay en cantidad. Sin embargo, quizá por una fuerte influencia mediática, la mayoría de nosotros tiene en su psique lo contrario, las noticias nos bombardean todos los días, con un nuevo conflicto bélico, o la noticia, generalmente amarillista, de cómo un ser humano termina con la vida de otro. Para algunos este derecho es de imposible cumplimiento, en mi caso, creo que todos los días una cantidad inmensa de personas hace lo correcto, se comporta decentemente con su prójimo, tiene el valor de trabajar, a veces en condiciones realmente desagradables, para llevar el sustento a su familia. Incluso algunos se sacrifican por otros seres humanos, literalmente mueren por otro, haciendo realidad el mandamiento de Jesús “ama a tu hermano como a ti mismo”.  Así en mi caso, no creo que este sea un derecho imposible, quizás sí el más invisible porque el comportamiento correcto, es el esperado y por ende no es noticia. Lo que es indudable, es que aunque no se dijera siempre sería la base de toda sociedad democrática, y la declaración no hace más que evidenciarlo, cuando establece que todo ser humano y toda comunidad tienen derecho a vivir en paz (artículo 2 de la Declaración). 
En otras oportunidades, el deseo de alcanzar el valor paz ha sido el motor que ha movido, algunas, de las más grandes declaraciones sobre Derechos Humanos
. El problema tradicional ha sido su efectividad, generalmente, confiada a los organismos internacionales como las Naciones Unidas. Desde luego los actos de gobierno, han estado excluidos tradicionalmente del control jurisdiccional. En nuestro caso, eso no es así, pues nadie, ni aún el Presidente de la República, esta sobre la Constitución. Hemos entendido que el derecho a la paz, es un valor fundante de la Nación y constituye la base misma de la “Constitución viva”. Desde 1949, cuando convertimos los cuarteles en escuelas optamos por la paz como mecanismo de la solución de los conflictos. Posteriormente, con la Proclama de Neutralidad Perpetúa activa y no armada (1983), nos comprometimos en la Naciones Unidas, mediante un acto unilateral, a no involucrarnos en los conflictos bélicos de otros Estados. Hemos suscrito todas las declaraciones sobre el tema de Naciones Unidas, que en nuestro caso, son normas jurídicas. En consecuencia, no es de extrañar que cuando un estudiante de tercer año de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, interpuso una acción de inconstitucionalidad, en contra del acto subjetivo del Poder Ejecutivo en torno al conflicto bélico desarrollado en Irak que permitió que Costa Rica fuera incluida en la lista de los países que conforma la Coalición que realiza operaciones armadas en dicho país. El caso fuera admitido a estudio por la Sala, y posteriormente declarado con lugar ordenándosele al Presidente de la República, no solo respetar los mecanismos internacionales de solución de conflictos, sino que debía de comunicar a los Estados Unidos que debíamos de ser excluidos de la coalición internacional. El Presidente, un día después de la notificación acata la sentencia de la Sala Constitucional
. Desde fuera este caso, resulta de estudio obligado, no solo por el tema en discusión, sino porque vivimos en un país, donde un estudiante puede interponer un recurso de inconstitucionalidad contra el Presidente, sino que existen los mecanismos para que lo pueda obligar a replantearse un acto de gobierno, en nombre de la paz.

En la actualidad no se concibe, que el ser humano no tenga derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado, lo cual significa que tenemos derecho a habitar el planeta y a disfrutar de la biodiversidad, aspectos sobre los cuales existen diversos instrumentos internacionales, pero que es retomada nuevamente, por la Declaración, pues no necesariamente este derecho siempre prevalece cuando se enfrenta a poderosos intereses económicos, solo recordemos la lucha contra la deforestación en la amazonia, o las exploraciones petroleras en zonas reservadas. En nuestro caso, resulta importante resaltar, que no siempre las grandes compañías se han salido con la suya, en julio de 1998, se adjudico a la a la compañía MKJ XPLORATION INC., la concesión de exploración y exploración petrolera de los bloques de exploración N. 2, 3, 4 y 12. Las asociaciones ecologistas y los grupos indígenas de la zona, en reiteradas oportunidades hicieron llegar sus preocupaciones sobre el proyecto al Dr. Miguel Ángel Rodríguez y la Dra. Elizabeth Odio, Presidente de la República y la Ministra de Ambiente y Energía respectivamente, sin obtener respuesta alguna. La Sala tutela a la parte más débil frente a la petrolera y declara con lugar el recurso, se anula el acto de adjudicación  con fundamento en lo dispuesto por el Convenio No. 169 sobre los Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (numeral 15.2)
 y le ordena al Ministerio de Ambiente y Energía a llevar a cabo un procedimiento de consulta a las comunidades indígenas que estarían relacionadas con la exploración y explotación a que se refiere la citada licitación
. 

6.- Derechos sumergidos por excelencia
La doctrina sobre el tema, nos recuerda que los derechos sumergidos por excelencia, son aquellos que se vuelven invisibles, de los cuales las sociedades no quieren saber, entre estos se señalan el derecho a erradicar el hambre y la pobreza extrema. Se nos reprocha que en este momento existan ochocientos millones de personas que prácticamente no se alimentan, la desnutrición es un problema que no solo enfrentan aquellos países que sufren conflictos bélicos. Es un problema que esta a nuestro alrededor, en nuestro medio, al igual que la pobreza extrema
, en el mundo existe cerca de mil millones de personas que la sufren este mal endémico en la sociedad globalizada. El Estado y las empresas transnacionales, y las organizaciones de la sociedad civil, deben cooperar y adoptar las políticas necesarias, para que dentro del ámbito de sus respectivas competencias, puedan contribuir a detener el hambre y la pobreza extrema.

Se reclama también el derecho de los pueblos indígenas y de los afro descendientes, para que puedan gozar plenamente de sus recursos naturales, intelectuales y culturales
, lo cual implica que existe un verdadero derecho a la libertad de conciencia y religión, y no sólo una concesión graciosa del Estado, para que los grupos minoritarios no vean desaparecer lo que les queda de su cultura vernácula, por ello se resalta que la libertad de culto, implica, también la obligación del Estado de abstenerse de fomentar toda difusión pública que pueda poner en peligro esa libertad. Si bien se reconoce y potencia el derecho a la información de toda persona y comunidad, esta debe ser contratada y veraz. Frente a las nuevas tecnologías se potencia no solo su uso, sino el derecho que tienen los ciudadanos a la confidencialidad y a la protección de los datos personales
, incluidos los genéticos, así como acceder a esos datos y a su rectificación
. 
En cuanto a la democracia participativa (artículo 7 de la Declaración), implica todo un cambio de concepción, pasamos de la participación primaria del derecho a elegir y ser electo, como centro de toda la construcción teórica, al derecho que tiene toda persona a disfrutar del entorno social de su ciudad, que le debe garantizar al menor las condiciones mínimas para su realización plena no solo en el aspecto político, sino económico, social, cultural y ecológico. Desde luego ello, implica que todo ser humano tiene derecho a migrar, a trabajar
 y a fijar su nueva residencia, con plena igualdad de derecho al sufragio activo y pasivo. Estos nuevos derechos son indudablemente un reflejo del proceso democrático que se ha llevado a cabo en la Unión Europea, y las prerrogativas y derechos que tienen sus ciudadanos y ahora se pretende extenderlo a los emigrantes. Desde luego, no podía faltar el derecho a ser consultado en las decisiones que los afecten, a impugnarlas ante los tribunales, para lo que basta alegar el derecho o un interés directo o indirecto
. En síntesis, los ciudadanos deben de tener el derecho de controlar las decisiones públicas en los campos que les conciernan
 (artículo 7, párrafos 3 a 5 de la Declaración). Un último derecho de este componente, creo oportuno mencionarlo por las implicaciones que tendría en América Latina, es el derecho a la conversión de ciudad marginal a ciudad de ciudadanía. En nuestro medio, significa reconocer que las personas que viven en los tugurios latinoamericanos, son personas tan dignas como las que viven en los suburbios, por consiguiente deben tener igualdad de servicios básicos
, vivienda
, seguridad, en síntesis el derecho de toda persona a habitar en zonas urbanas de calidad.

Dentro de lo que se denomina derecho a la democracia solidaria, se resalta el derecho de las generaciones futuras al desarrollo y a la educación. Pero no solo se pretende el acceso a los conocimientos especializados, sino al derecho a recibir los beneficios del progreso científico. Así como a participar en el disfrute del bien común universal (artículo 8, párrafo 2 de la Declaración). Interpretada a contrario sensu la norma, conlleva que el patrimonio de la humanidad no es susceptible de ser privatizado, ello se aplica para los recursos biológicos del mar  hasta el genoma humano. El clima global o la Antártica, su disfrute solo puede garantizarse si todos cooperamos en forma solidaria para su conservación. La sociedad internacional debe supervisar que se usen solo con fines pacíficos y se garantice el acceso a estos recursos sin discriminación alguna. El derecho al desarrollo, no solo tiene una vertiente individual, sino una específica: los países subdesarrollados. Para lograrlo, se pretende que estas naciones, utilicen en forma plena y efectiva sus recursos naturales, lo cual implica que su disposición, exploración, explotación, y comercialización les deben de estar garantizados. Los ciudadanos de esos países deben ser consultados sobre el uso de sus recursos. 
El derecho a la democracia garantista. El fundamento angular de esta construcción es el siguiente: “todos los seres humanos y toda la comunidad tienen derecho al Derecho, a la democracia y a la justicia internacional”
. Este postulado resume todas las falencias, todas las omisiones de orden interno e internacional. La más grande de las injusticias: es el negarle legitimación al ciudadano para el acceso a la tutela judicial efectiva
. La injusticia clama desde África, frente a los genocidios tribales que han acabado con millones de personas, simplemente por pertenecer a una determinada etnia; clama desde la antigua Yugoslavia por la limpieza étnica, entre servios, croatas, cristianos y musulmanes. El mundo fue testigo, en los noticieros de la mañana, de las muertes, los bombardeos y el sufrimiento sin apenas preocuparse. La injusticia, clama desde América Latina, y al mundo parece no importarle. Por ello, merece todo nuestro respeto, que algunos plasmen normas jurídicas, que les garanticen a toda persona  y a toda comunidad el derecho a que la comunidad internacional, a través de Naciones Unidas, prevenga y detenga la violaciones masivas y sistemáticas de los Derechos Humanos. 
Pero la violencia, no solo se ejerce en enfrentamientos armados, la violencia contra los más débiles se refleja en las caras de los más pobres, de los que tienen hambre, a ellos, se les da el derecho de alzar su voz, y quizá lo más importante a todos y cada uno de nosotros se nos legitima para que lo hagamos por los que no tienen voz, ni voto, ni influencia alguna. 
La declaración de los Derechos Humanos emergentes hace un llamado a los Estados y  a los actores no estatales, entre estos las empresas transnacionales, las organizaciones sindicales y las ONG, entre otros, de tomar las medidas para que estos males endémicos de nuestro siglo XXI no se perpetúen. El derecho a la verdad y a la justicia, solo será posible cuando los Estados se abstengan de adoptar leyes de amnistía que protejan a los violadores de los Derechos Humanos. La normativa, hace un llamado especial para que nadie pueda invocar la protección especial de la inmunidad cuando ha sido acusado del crimen de genocidio
. 
Pero no sólo se establecen obligaciones de respetar los Derechos Humanos, por parte de individuos, sino que me resulta especialmente grato, que esta obligación se exige también para las instituciones financieras internacionales y las empresas transnacionales. El sistema internacional, debe establecer responsabilidades cuando el sistema preventivo de protección fracase, imponiendo sanciones, incluso la obligación del derecho a la reparación para las víctimas. Cuando la protección nacional haya sido insuficiente, las organizaciones y las personas pueden acudir directamente a las instancias internacionales. Lo cual implica, en América una increíble novedad. Por último, nos parece importante mencionar, que entre los polémicos derechos sumergidos se encuentra la renta básica, para todos los ciudadanos a cargo del Estado, para que la persona pueda vivir con dignidad. Resulta, paradigmático que no sólo se reclame el derecho a vivir dignamente sino el derecho a morir con dignidad.

7.- Conclusión

La Declaración Universal de los Derechos Humanos Emergentes, conlleva, como le escuche decir a un estimado colega catalán, el sumun de los sueños; dirán otros los Derechos Humanos imposibles y quizá los más benévolos dirán, que en algunos casos, estamos en presencia de lo que la doctrina denomina derechos de tercera generación. 

En nuestro criterio, consideramos, que estamos en presencia de un nuevo  salto en la evolución de los Derechos Humanos, no solo por las novedades que consagra: como el derecho a erradicar el hambre y la pobreza extrema o el derecho a la democracia solidaria, sino por el contenido que se les da a valores como la dignidad, la paz o la solidariedad en una sociedad globalizada o por la aplicación de lo que denominan los principios transversales, que al igual, que la eliminación de toda distinción entre convenios e instrumentos internacionales conlleva una forma, en mi criterio, más humana de hacer justicia. 

Debo agregar, que la novedad no termina ahí, sino, que se atreven a someter a la comunidad internacional, el derecho al Derecho, lo que implica reconocerles legitimación a todos los seres humanos, para acudir ante los Tribunales Internacionales en protección de sus Derechos Humanos.

En todo caso, aunque la propuesta no fuera acogida por los Estados, tiene el mérito de visualizar los derechos sumergidos y los emergentes. Si sólo esto se lograra, ya implicaría una gran conquista, aunque sabemos que esta afirmación es polémica, pues implica reconocer tácitamente que la autocontención constitucional no deja de ser, más que selección, lo cual desde luego va en detrimento de la tutela judicial efectiva, del derecho a no ser discriminados por razones de salud, inclinación sexual, o pobreza.  

Desde nuestro punto de vista lo importante de estos derechos, no sólo es que nos permite, autoevaluarnos, sino que nos señala  el nuevo norte, y como derribar los viejos límites, que solo han servido para mantener en cautiverio al ser humano. 

� Doctor en Derecho por la Universidad Carlos III de Madrid. Especialista en Ciencias Penales por la Universidad de Costa Rica. Profesor Universitario de la UCR y UNA. Premio “Alberto Brenes Córdoba 1996” por el Colegio de Abogados, Premio “Ulises Odio Santos 1998” por el Poder Judicial.  Autor de diversas publicaciones especializadas.  Magistrado de la  Sala Constitucional.


� Declaración de los Derechos Humanos Emergentes, en Institut de Drets Humans de Catalunya http:/www.idhc.org/esp/1241_ddhe.asp#estructura  (14/09/08), párrafo 1.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, Institut de Drets Humans de Catalunya , http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08), párrafo 1.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents  (14/09/08), párrafo 1.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents  (14/09/08), párrafo 1.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents  (14/09/08), párrafo 12.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en wttp:/ www.idhc.org/esp/documents/ CDHE/CDHE_Capms.pdf  (23/09/08).


� Victoria Camps: “Anteproyecto de la CDHE: “Los valores de los derechos emergentes”,  en Institut de Drets Humans de Catalunya, wttp:/www.idhc.org/esp/documents/CDHE/CDHE_Capms.pdf  (14/09/08).


� En la sentencia de la Sala Segunda del 15 de diciembre de 1970 en la audiencia de 7 de julio de 1979 (2 BvF 1/69, 2 BvR 629/68 y 308/69). Se establece que el trato que los poderes públicos le otorguen a los seres humanos en cumplimiento de una ley que afecta la dignidad humana, debe ser considerada como un detrimento de los valores de que goza el ser humano por el hecho de ser persona.





�Ley Fundamental para la República Federal Alemana, 23 de mayo de 1949.   “Artículo 1.


La dignidad del hombre es inalienable. Es deber de todas las autoridades del Estado su respeto y protección.


El pueblo alemán reconoce, en consecuencia, los derechos inviolables e inalienables del hombre como fundamento de toda la comunidad humana, de la paz y la justicia en el mundo.


Los derechos fundamentales que se enuncian a continuación vinculan al Poder Legislativo, al Poder Ejecutivo y a los tribunales a título de derecho directamente aplicable”.


� La Sala Constitucional ha tutelado el derecho a gozar del agua potable, aún en aquellos casos donde  los recurrentes, por razones no imputables a la administración, ha debido padecer la ausencia de la prestación del servicio, máxime cuando se trata de una persona de la tercera edad que no puede valerse por sí mismo, y vive en una zona alejada. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Nº 2008-013326, a las trece horas con veintinueve minutos del día veintinueve de agosto de dos mil ocho.  


� Se ha admitido que el usuario del servicio puede acudir directamente ante la Sala a hacer valer sus derechos ante la prestación deficiente del servicio de electricidad, sin que sea necesario agotar la vía administrativa.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2002-04425, a las catorce horas con cuarenta y siete minutos del quince de mayo del dos mil dos.


�  El recurrente, prisionero en una cárcel costarricense, se queja de maltrato y de violencia psíquica en su perjuicio. La Sala luego del análisis de los elementos probatorios aportados, verifica la lesión al artículo 40 de la Constitución Política.  El hecho de que el recurrente estuviera del veintidós al veinticinco de noviembre del dos mil cinco el durmiendo en el pasillo de la Oficialía Central del Centro de Atención Institucional de San José se traduce en un castigo y un trato degradante contrario a la dignidad humana. De conformidad con lo anterior, lo procedente es declararse con lugar el recurso. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2005-016907, a las catorce horas con cincuenta y nueve minutos del siete de diciembre de dos mil cinco.-





� La pena de muerte desapareció del ordenamiento jurídico desde 1871, sin embargo, es un tema siempre presente, sobre todo cuando se trata de garantizar el derecho a la vida de imputados, que se encuentran frente a un proceso de extradición. En todos estos casos, se exige del gobierno requirente que se comprometa, de previo a no imponer la pena de muerte, véase, SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2007-000020, a las catorce horas y cuarenta y nueve minutos del nueve de enero del dos mil siete. Tampoco se concede la extradición si el país requirente no se compromete a no imponer una pena perpetúa. Así SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2002-03345, a las catorce horas con cuarenta y ocho minutos del diez de abril del dos mil dos. 


� Véase por ejemplo  las siguientes sentencias, donde se analizan casos de personas que sufren de cáncer y la Caja Costarricense del Seguro Social, dice no poder brindarles el tratamiento prescrito por su médico tratante por problemas presupuestarios. Excusa que la Sala no acepta y obliga a la institución a solucionarles el problema. En este sentido SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 1999-09415, a las quince horas del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2003-05095,


a las catorce horas con cuarenta y nueve minutos del once de junio del dos mil tres. Res. Nº 


SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, 2007-003539, a las catorce horas y cuarenta y siete minutos del catorce de marzo del dos mil siete.











� La Sala Constitucional ha señalado que: “… ocurre con frecuencia que el médico, ante un enfermo positivamente incurable, aquejado de un cáncer en un período avanzado, practica un control medicinal que le prolonga la vida por varios meses o le ayuda a morir sin dolor. La circunstancia de que todos estamos condenados a morir, no nos puede hacer olvidar que prolongar la vida es vivirla y que morir sin dolor, es morir dignamente. Ver SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: N° 3366-94 de las diecisiete horas con cuarenta y cinco minutos del seis de julio de mil novecientos noventa y cuatro.   


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08), Artículo 4.





� En este orden de ideas, la Sala retoma el principio del envejecimiento saludable, lo cual implica que las personas de la tercera edad que piden créditos a los bancos y a las cuales se les obliga a suscribir una póliza  de vida que garantice  el pago del crédito en caso de fallecimiento del deudor o en caso de  que éste sufra una incapacidad que le impida laborar, luego de que el evento acontece no es factible para la entidad aseguradora dejar de cubrir su obligación. Sin embargo, esta no ha sido la posición de las aseguradoras, que ven a las personas de la tercera edad como “poblaciones catastróficas” o de más alto riesgo, consecuentemente su atención le representa altos costos. Por lo general, dan preferencia a los sectores más jóvenes de la población porque se consideran más rentables. Criterio que la Sala no ha compartido, conforme a los principios de solidaridad social y de no discriminación etaria, no es legítimo que a una persona se le niegue el derecho a contar con un seguro de vida, en razón de que excede la edad prefijada por la entidad aseguradora.. Véase SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: N° 2008-06306 a las doce horas y veintiocho  minutos del dieciocho de abril de dos mil ocho. En igual sentido SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2007-017076, a las nueve horas y ocho minutos del veintitrés de noviembre del dos mil siete. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2006-04748, a las doce horas con doce minutos del treinta y uno de marzo del dos mil seis.





� En este caso, se condena al conductor de un taxi que se niega a transportar a un ciego y a su perro guía SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2006-012723 a las diecinueve horas y quince minutos del treinta de Agosto del dos mil seis.





� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08), Artículo 4, párrafo 2.





� SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA., San José: sentencia 2531-94, de las quince horas cuarenta y dos minutos del treinta y uno de mayo de mil novecientos noventa y cuatro.


� Sobre el tema puede consultarse también: SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, sentencia 9676-2001 de las once horas veintiún minutos, del veintiséis de  septiembre de  dos mil uno.


� SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, sentencia 2268-2008 de las ocho horas y cincuenta y nueve minutos del veinticuatro de febrero de  dos mil ocho.





� Esto es especialmente cierto para los casos de las personas con algún tipo de discapacidad, que han acudido a la Sala. Múltiples son los ejemplos, citamos por ahora dos: El caso, de una persona sorda, que reclama su derecho enterarse de las noticias que pasan por televisión, pero que estaban pensadas solo para los no sordos, en el fallo, se condena a las televisoras nacionales por no haber implementado un sistema que les permita a los no oyentes enterarse de las noticias y se les da un plazo para que lo implementen, véase,  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2003-07275, a las ocho horas con cincuenta y siete minutos del dieciocho de julio del dos mil tres. En el segundo de los casos, se condena los principales Bancos  a que adopten las medidas pertinentes para que, que puedan ser empleados a plenitud por las personas con discapacidad visual. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2004-14658, a las ocho horas con treinta minutos del veintidós de diciembre del dos mil cuatro.








�  Así SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José,  sentencia 2004- 07314, a las nueve horas con catorce minutos del dos de julio del dos mil cuatro.





�  Así SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, sentencia 2004- 07314, a las nueve horas con catorce minutos del dos de julio del dos mil cuatro.





� SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2006-014904, a las catorce horas y cincuenta minutos del diez de octubre del dos mil seis.





� En general, en la mayoría de los Estados existe un cierta lasitud, para obligarlos a cumplir sus compromisos con los sectores más sensibles, aunque los dineros que se recaudan, tenga un destino específico prefijado por el legislador, a favor de los sectores más vulnerables. Ante un caso concreto, la Sala concluye  que “la actitud omisiva del Ministerio de Hacienda, al no girar a las instituciones mencionadas en los artículos 14 y 15 de la Ley número 7972, Ley de Impuestos sobre Licores y Cigarrillos para Plan Social, de veintidós de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, las partidas que de conformidad con esa Ley habían sido previstas en el Presupuesto de la República, constituye una violación expresa de lo ordenado en la Ley 7972, implicando la lesión (o puesta en grave peligro) en forma refleja de –cuando menos- los derechos fundamentales a la educación, a la salud, a la vida, a la protección especial del menor, la familia y los adultos mayores”. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2001-03825, a las diez horas con veintidós minutos del once de mayo del dos mil uno.-





� Gilbert Armijo: La tutela constitucional del interés difuso, San José: Investigaciones Jurídicas, S. A., 1999.


� Alega el recurrente que aproximadamente en el año de mil novecientos ochenta fue detenido por miembros del Organismo de Investigación Judicial, dado que en esa época acostumbraba vestirse de mujer. Una vez detenido, procedieron a reseñarlo en el Archivo Criminal, e igualmente le tomaron fotografías. Hace aproximadamente cinco años dejó de ser "travestí"; pese a ello, sus fotos continúan mostrándose en los álbumes de sospechosos. Además, se exhibe una fotografía suya en el Museo Criminológico, al pie de la que se lee: "Cuando vea un sospechoso, fíjese en los rasgos de éste". La Sala, reitera que la dignidad del ser humano, tiene diversas vertiente una de éstas es el derecho a la confidencialidad de la imagen, cuando no exista un interés público de por medio, no debe ser expuesta. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- San José, 758-93, a las dieciséis horas treinta y seis minutos del quince de febrero de mil novecientos noventa y tres.-





�  Sobre el matrimonio homosexual la Sala tuvo oportunidad de pronunciarse vía acción de inconstitucionalidad, la mayoría la declara sin lugar, los Magistrados Vargas y Jinesta salvan el voto y la declaran con lugar. El  último deja a salvo el tema de la adopción  de menores de edad y la patria potestad compartida de estos. Aunque el asunto se declara sin lugar, se le comunica a la Asamblea Legislativa el resultado del voto y respetuosamente se le solicita que legisle sobre el tema. Ver SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2006-007262,  a las catorce horas y cuarenta y seis minutos del veintitrés de mayo del dos mil seis.





� Gloria Ramírez: De la Declaración Universal de los Derechos Humanos del siglo XX a la Carta de los Derechos Humanos Emergentes del siglo XXI” en, en Institut de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents/CDHE/CDHE_Ramirez.pdf  (14/09/08).


 � Ante diferentes recursos de amparo, presentados por personas portadoras de SIDA, la Sala obliga la CCSS a la entrega de los antiretrovirales, desde la década de los noventa,  véase SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, N° 0395-98, a las diez horas treinta minutos del veintitrés de enero de mil novecientos noventa y ocho.





�  SALA CONSTITUCIONAL. Sentencia 2005-03880,  a las dieciséis horas con cincuenta y siete minutos del trece de abril del dos mil cinco; Sala Constitucional,  sentencia 2007-015242, a las doce horas y veinticuatro minutos del diecinueve de octubre del dos mil siete. 


SALA CONSTITUCIONAL, 2006-008390, a las diecisiete horas y treinta y nueve minutos del trece de junio del dos mil seis.





� Véase el caso conocido el del “Colegio Técnico Profesional de Dos Cercas de Desamparados”, donde los alumnos, por diferentes razones, estuvieron prácticamente dos años sin recibir clase de Español. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, Res. 2008-013659, San José, a las once horas y cincuenta minutos del cinco de septiembre de dos mil ocho. Véase también, aunque para otro supuesto SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, Res. 2005-016552,  a las veinte horas y cuarenta y tres minutos del veintinueve de noviembre de dos mil cinco.


�  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia 2002-03018, a las once horas con doce minutos del veintidós de marzo del dos mil dos. Véase en igual sentido, las siguientes sentencias estimatorias para estudiante de colegio de la congregación Adventista, a los cuales se les obligaba por parte del Ministerio de Educación Pública a realizar exámenes el día sábado.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2007-07800, a las diecinueve horas y veintinueve minutos del treinta y uno de mayo del dos mil siete. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2007- 005070 a las quince horas y cuarenta y seis minutos del trece de abril del dos mil siete. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2006-07609, a las trece horas con diez minutos del veintiséis de mayo del dos mil seis.














� Véase la Carta de la Organización de Naciones Unidas (artículo 1); la Carta de la Organización de Estados Americanos (Capítulo I, artículo 1); la Declaración sobre el Derecho de los pueblos a la Paz (resolución N. 39/11 de la Asamblea General de la Naciones Unidas); Declaración sobre la inadmisibilidad de intervenir en asuntos internos de los Estados y la Protección de su Independencia y Soberanía (Asamblea General de las Naciones Unidas N.2131, de 21 de diciembre de 1975), entre otros.


�SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, sentencia Nº2004-9992, de las catorce horas y treinta y un minutos de ocho de septiembre de dos mil cuatro.


� Un costarricense sin necesidad de un juicio previo, invocando el derecho a la paz, interpone un recurso de inconstitucionalidad en contra  del Decreto Ejecutivo  N. 33240-S, que le permite al Estado dar permisos de salud para que sea posible la elaboración de minerales de uranio y torio, así como la de combustible nuclear, la fabricación de reactores nucleares, etc. Todas estas actividades, pueden ser utilizadas con fines militares, y por ello, la Sala declara con lugar la acción y se anula los apartados mencionados. Véase SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, San José, sentencia Nº2008-14193, de veinticuatro de septiembre de dos mil ocho.





� Aprobado por la Asamblea Legislativa según ley No. 7316.





� SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2000-08019, a las diez horas con dieciocho minutos del ocho de septiembre del dos mil. Sobre la ausencia de controles ambientales reales, sobre proyectos de explotación petrolera, puede verse SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2001-13295, a las doce horas con seis minutos del veintiuno de diciembre del dos mil uno.-


 








� El parámetro que determina la extrema pobreza según Naciones Unidas es vivir con menos de $ 1 dólar al día por persona.


� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08). Artículo 6.


� Sobre la autodeterminación informativa, véase por ejemplo. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2006-017719,  a las dieciséis horas y veintiocho minutos del siete de diciembre del dos mil seis








� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08), Artículo 5, inciso 9.








� Esta sentencia potencia los derechos de los inmigrantes y en especial al trabajo como guardias privados con facultades para portar armas, en igualdad de condiciones que los costarricenses, así: SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 08858-98, a las dieciséis horas con treinta y tres minutos del quince de diciembre de mil novecientos noventa y ocho.





� Véase la consulta de la Defensora de los Habitantes, sobre el Tratado de Libre Comercio. Quizá el tema más polémico del último lustro, que prácticamente dividió al país. Entre otras cosas, se cuestionaba si la Asamblea Legislativa podía aprobar un Decreto Legislativo mediante el cual solicitó de forma mancomunada con el Poder Ejecutivo, la realización de un Referéndum, sin que haya planteado previamente la consulta preceptiva estipulada en el artículo 10 de la Constitución Política a la Sala Constitucional. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2007-09469  a las diez horas y cero minutos del tres de julio del dos mil siete.





� Esto implica, entre otros casos, que el Estado a través de la Caja Costarricense del Seguro Social, debe tener en Internet la información actualizada de todos los patronos morosos de la seguridad social, para que sea de fácil acceso y control por la ciudadanía. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nº 2006-017511, a las nueve horas y treinta y ocho minutos del uno de Diciembre del dos mil seis





� Así lo ha reconocido la Sala tratándose de vecinos de tugurios o de zonas rurales como Llano Grande, El Boquerón, Cartago, personas a las que se les ha denegado el servicio de agua o el eléctrico. Véase, por ejemplo sobre el primer caso,  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, No.6789-97, a las trece horas nueve minutos del diecisiete de octubre de mil novecientos noventa y siete, y sobre el segundo SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res: 2006-16954a las diez horas con veintitrés minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil seis.





� En reiteradas oportunidades la Sala ha tutelado, el derecho a la vivienda digna y a no ser desalojado de esta por motivos arbitrarios, véase SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, VOTO N. 456-93, a las ocho horas cincuenta y un minutos del veintiocho de enero de mil novecientos noventa y tres. También SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, N. 0784-96,  a las quince horas doce minutos del trece de febrero de mil novecientos noventa y seis. Esta sentencia, tiene una enorme importancia, pues vino a definir los alcances de los mal denominados "contratos de adjudicación de vivienda" del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, programa destinado a los más pobres y a la solución del problema habitacional de los tugurios.








� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08). Artículo 9.


� El caso, es importante,  la Sala tiene por acreditado que al trabajador se le despide porque, se le diagnosticó que padecía Linfoma Folicular Mixto Grado II, es decir, cáncer del sistema linfático.  No importo, que se tratara de  uno de los gerentes más premiados de la compañía multinacional. Verificado el hecho se le despide con responsabilidad patronal. Tampoco importo que estuviera a punto de pensionarse y menos aún que la consecuencia inmediata fuera que perdía la opción de seguir tratándose por medio de la Seguridad Social. Bajo una concepción clásica, éste es un problema de la jurisdicción laboral, la Sala lo pudo rechazar de plano, sin embargo la mayoría de los magistrados decidimos darle curso y posteriormente declararlo con lugar. En consecuencia, se ordena la restitución del trabajador en las mismas condiciones económicas y laborales que tenía antes de despido, en sus palabras se le “devuelve su dignidad”.  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, Res. Nª 2005-13205, a las quince horas y trece minutos del veintisiete de Septiembre del dos mil cinco.





� Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes, en Institute de Drets Humans de Catalunya, http:/www.idhc.org/esp/documents (14/09/08). Artículo 9, párrafo 4.





